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causados. b) Que las acciones civiles que nacen de un delito o falta pueden
ejercitarse juntamente con las penales (es más, ejercitada sólo la penal
se entiende utilizada también la civil a no ser que el querellante o per-
judicado la hubiera renunciado o expresamente reservado para después
del juicio criminal –cfr. artículos 111 y 112 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal–). d) Que la actuación de la responsabilidad civil derivada del
delito puede conducir a que el tribunal penal declare la nulidad de un
título inscrito en el Registro, con todas las consecuencias que ello lleve
aparejado, como reiteradamente tiene mantenido el Tribunal Supremo
(Sentencias Sala 2.a de 20 de noviembre de 1972, 4 de noviembre de 1981,
14 de diciembre de 1985, 25 de mayo de 1987, 19 de enero de 1988, 22
de diciembre de 1989, 27 de junio de 1990 y 4 de abril de 1992, etc.);
habrá de concluirse que ningún obstáculo existe para hacer constar por
vía de anotación preventiva el ejercicio en la querella criminal de la acción
civil derivada del delito, si esta acción, tiene efectiva trascendencia real
(cf. artículos 1, 2, 40, 42 Ley Hipotecaria), a fin de garantizar en el ámbito
registral la efectividad del pronunciamiento judicial que en su día se dicte;
pero siendo preciso, en todo caso, que del mandamiento resulte el contenido
de esa acción civil ejercitada o se adjunte al mismo el texto de la querella
del que se desprende su ejercicio, pues, como se ha señalado, no es la
mera interposición de la querella sino el ejercicio a través de ella de una
acción civil de trascendencia real, lo que efectivamente se anota.

4. Lo que ocurre en el caso debatido es que no resulta que la querella
interpuesta implique también la pretensión de nulidad de las enajenaciones
a través de las cuales se consumara la denunciada estafa (lo que, además,
exigiría según reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, la llamada
al procedimiento de los respectivos adquirentes - cfr. Sentencias de 9 de
diciembre de 1978, 12 de marzo de 1993, 25 de noviembre de 1992, 4 de
abril de 1992, 27 de junio de 1990, 25 de mayo de 1987, 14 de diciembre
de 1985, 4 de noviembre de 1981, 20 de noviembre de 1972, 19 de enero
de 1988 y 22 de diciembre de 1989), sino exclusivamente de la respon-
sabilidad penal que proceda así como la declaración de una responsabilidad
«civil o pecuniaria» que el querellante estima en 50 millones de pesetas.

5. Por lo demás, ningún obstáculo hay a que las eventuales respon-
sabilidades pecuniarias que se reclaman, puedan asegurarse por la vía
del embargo de bienes (cfr. artículo 42-2 de la Ley Hipotecaria).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar
el auto apelado.

Madrid, 12 de marzo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Galicia.

10305 RESOLUCIÓN de 16 de marzo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por don Salvador Martel Hidalgo contra
la negativa del Registrador de la Propiedad de Las Palmas
de Gran Canaria número 5, don Ricardo Seco Gómez, a
inscribir un testimonio de auto de adjudicación, en virtud
de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Letrado, don Salvador
Martel Hidalgo, contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Las
Palmas de Gran Canaria, número 5, don Ricardo Seco Gómez, a inscribir
un testimonio de auto de adjudicación, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

En autos de Juicio ejecutivo número 884/91, seguidos ante el Juzgado
de Primera Instancia, número 7 de Las Palmas de Gran Canaria, a instancia
de don Salvador M. H., contra don Javier P. P., una vez fallecida su esposa
se trabó embargo sobre la parte proporcional de la sociedad de gananciales
en la finca registral 6.858 del Registro de la Propiedad de dicha ciudad,
número 5.

El 22 de noviembre de 1996, se dictó auto aprobando el remate a
favor de don Salvador M. H. de la finca registral 6.858 antes referida.

II

Presentado testimonio del auto de adjudicación en el Registro de la
Propiedad de Las Palmas de Gran Canaria, número 5, fue calificación
con la siguiente nota: «Suspendida la inscripción del precedente documento
por falta de liquidación previa de la sociedad de gananciales del deman-
dado. Las Palmas de Gran Canaria, 21 de septiembre de 1998. El Regis-
trador. (Firma ilegible)».

III

Don Salvador Martel Hidalgo interpuso recurso gubernativo contra la
anterior calificación y alegó: Que se solicitó se librase oficio al Registrador
para que se inscribiese a su nombre la parte proporcional de la sociedad
de gananciales que fue lo que se embargó de la vivienda referida. Que
o bien lo embargado en su día lo fue correctamente o se hizo mal, que
si se pudo anotar el embargo en su día, es incomprensible que no se
pueda actualmente hacer definitivamente. Que el adjudicatario no puede
actualmente proceder a la liquidación de la sociedad de gananciales, ya
que es un asunto en el que carece de legitimación activa. Que el Registrador
no indica en la nota de calificación en qué basa la misma, conculcando
de manera evidente el artículo 24 de la Constitución Española, ya que
los artículos 71 y siguientes de la Ley Hipotecaria indican que los bienes
embargados podrán ser enajenados o gravados, siendo competentes para
su conversión e inscripción definitiva el Juez que la mandó hacer (artícu-
lo 84 de la Ley Hipotecaria).

IV

El Registrador en defensa de la nota informó: 1.o Que habiendo falle-
cido uno de los cónyuges al tiempo de practicarse el embargo, éste se
limitó a los derechos que al superstite pudieran corresponderle sobre la
finca, al liquidarse la sociedad cónyuges. El asiento ha de reputarse correcto
en cuanto embarga los derechos que corresponden al cónyuge superstite
con independencia que se concreten o no sobre la finca embargada y sólo
para el caso que esta concreción tenga lugar. 2.o Que en el mandamiento
calificado se adjudica la totalidad de la finca, cosa posible si se hubiera
adjudicado al embargado al liquidarse la sociedad conyugal, pero no cons-
tando que esta liquidación se haya practicado y la adjudicación del bien
a favor del embargado, no cabe la inscripción de este a favor del rematante.
Se incurre en incongruencia. 3.o Que no resulta preceptivo citar un pre-
cepto concreto infringido cuando la no sujeción al principio de legalidad
resulta de las normas jurídicas generales aplicables al caso concreto.

V

El Magistrado-Juez sustituto del Juzgado de Primera Instancia, núme-
ro 7, de Las Palmas de Gran Canaria, informó: Que conforme a la Sentencia
del Tribunal Supremo de 21 de noviembre de 1987, hay que entender
que no es necesaria la espera que alude el Registrador, siendo, por otra
parte, incierto que la vivienda le fuese adjudicada en su totalidad al ahora
recurrente, sino en la mitad indivisa de la misma y así consta en el edicto
publicando la subasta. Que se considera ajustada a derecho la pretensión
del recurrente, conforme a los artículos 71 y siguientes del Reglamento
Hipotecario y 84 y concordantes del Reglamento Hipotecario, así como
los artículos 117 de la Constitución Española y 2.1 y 17 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias confirmó
la nota del Registrador fundándose en el artículo 38 de la Ley Hipotecaria
y la Resolución de 3 de junio de 1986.

VII

El Letrado recurrente apeló el auto presidencial manteniéndose en
las alegaciones contenidas en el escrito de interposición del recurso guber-
nativo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 20, 42-6, 46 de la Ley Hipotecaria; 166.1.o y 206-10
del Reglamento Hipotecario y Resolución de 3 de marzo de 2001.
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1. En el presente recurso se pretende inscribir el auto de aprobación
de remate de un bien inmueble ganancial dictado en juicio ejecutivo incoado
sólo contra el marido, una vez fallecida su esposa, inscripción que es
rechazada por el Registrador al no mediar la previa liquidación de la socie-
dad de gananciales. En su día se había decretado el embargo acordado
en dicho procedimiento, sobre «los derechos que al cónyuge superstite
pudieran corresponderle en la finca al liquidarse la sociedad conyugal».

2. El defecto debe ser confirmado; inscrito el bien con carácter ganan-
cial y constando la disolución de la sociedad conyugal por muerte de uno
de los cónyuges, el principio de tracto sucesivo impide inscribir la adju-
dicación de dicho bien alcanzada en procedimiento seguido exclusivamente
contra uno de los esposos cotitulares (cfr. artículo 20 de la Ley Hipotecaria);
deberá inscribirse previamente el título correspondiente (sea el de liqui-
dación de la sociedad conyugal o cualquier otro suficiente al efecto) por
cuya virtud el cónyuge ejecutado pasa a ser titular exclusivo del bien
cuestionado. Y no cabe alegar en contra que si en su día se anotó el embargo,
debe ahora inscribirse la adjudicación, pues sobre no ser cierta esa relación
causa-efecto (cfr. Resolución de este Centro Directivo de 3 de marzo de
2001), el embargo anotado no era del bien enajenado judicialmente sino
de los derechos que sobre el mismo pudieran corresponder al cónyuge
ejecutado cuando se liquidase su sociedad ganancial y, por tanto, habrá
de esperarse a la realización de esta liquidación, para saber qué derechos
corresponderán al ejecutado en dicho bien (si es que alguno se le adjudica)
y concretar a estos el alcance del remate alcanzado (cfr. artículos 42-6,
46 de la Ley Hipotecaria, 166-1.o y 206-10 del Reglamento Hipotecario).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar
el auto apelado.

Madrid, 16 de marzo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

MINISTERIO DE HACIENDA

10306 RESOLUCIÓN de 27 de mayo de 2002, de Loterías y Apuestas
del Estado, por la que se hace público la combinación gana-
dora, el número complementario y el número del reintegro
de los sorteos de la Lotería Primitiva celebrados los días
23 y 25 de mayo de 2002 y se anuncia la fecha de celebración
de los próximos sorteos.

En los sorteos de la Lotería Primitiva celebrados los días 23 y 25 de
mayo de 2002, se han obtenido los siguientes resultados:

Día 23 de mayo de 2002:

Combinación ganadora: 12, 33, 43, 29, 1, 35.

Número complementario: 19.

Número del reintegro: 9.

Día 25 de mayo de 2002:

Combinación ganadora: 8, 42, 28, 27, 7, 43.

Número complementario: 47.

Número del reintegro: 5.

Los próximos sorteos que tendrán carácter público se celebrarán los
días 30 de mayo y 1 de junio de 2002, a las veintiuna treinta horas, en
el salón de sorteos de Loterías y Apuestas del Estado, sito en la calle
de Guzmán el Bueno, 137, de esta capital.

Madrid, 27 de mayo de 2002.—El Director general, P. S. (artículo 8.1
del Real Decreto 2069/1999, de 30 de diciembre), el Director comercial,
Juan Antonio Cabrejas García.

10307 RESOLUCIÓN de 6 de mayo de 2002, del Departamento de
Recursos Humanos y Administración Económica de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que
se emplaza a los interesados en el recurso contencioso-
administrativo número 55/2002 (procedimiento abrevia-
do), interpuesto ante el Juzgado Central de lo Contencioso-
Administrativo número 10 de Madrid.

Ante el Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo número 10
de Madrid, ha sido interpuesto por don Francisco Javier Sabin Fernández
un recurso contencioso-administrativo contra la Resolución de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria de 22 de enero de 2002, por la que
se convoca el concurso CA 1/02 para la provisión de puestos de trabajo.

En consecuencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se emplaza a
aquellas personas a cuyo favor hubieren derivado o derivasen derechos
de la resolución impugnada y a quienes tuvieran interés en el mante-
nimiento de la misma, para que comparezcan y se personen en autos
ante el referido Juzgado en el plazo de los nueve días siguientes a la
publicación de la presente Resolución.

Madrid, 6 de mayo de 2002.—El Director del Departamento, Roberto
Serrano López.

10308 RESOLUCIÓN de 6 de mayo de 2002, del Departamento de
Recursos Humanos y Administración Económica de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que
se emplaza a los interesados en el recurso contencioso-
administrativo número 55/2002 (procedimiento abrevia-
do), interpuesto ante el Juzgado Central de lo Contencioso-
Administrativo número 8 de Madrid.

Ante el Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo Número ocho
de Madrid, ha sido interpuesto por don Sixto Heredia Herrera un recurso
contencioso-administrativo contra la Resolución de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria de 22 de enero de 2002, por la que se convoca
el concurso CA 1/02 para la provisión de puestos de trabajo.

En consecuencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se emplaza a
aquellas personas a cuyo favor hubieren derivado o derivasen derechos
de la resolución impugnada y a quienes tuvieran interés en el mante-
nimiento de la misma, para que comparezcan y se personen en autos
ante el referido Juzgado en el plazo de los nueve días siguientes a la
publicación de la presente Resolución.

Madrid, 6 de mayo de 2002.—El Director del Departamento, Roberto
Serrano López.

10309 RESOLUCIÓN de 6 de mayo de 2002, del Departamento de
Recursos Humanos y Administración Económica de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que
se emplaza a los interesados en el recurso contencioso-
administrativo número 49/2002-A (procedimiento abrevia-
do), interpuesto ante el Juzgado Central de lo Contencioso-
Administrativo número 7 de Madrid.

Ante el Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo Número siete
de Madrid, ha sido interpuesto por don José Enrique de Villota Ruiz un
recurso contencioso-administrativo contra la Resolución de la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria de 22 de enero de 20002, por la que
se convoca el concurso CA 1/02 para la provisión de puestos de trabajo.

En consecuencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se emplaza a
aquellas personas a cuyo favor hubieren derivado o derivasen derechos
de la resolución impugnada y a quienes tuvieran interés en el mante-
nimiento de la misma, para que comparezcan y se personen en autos
ante el referido Juzgado en el plazo de los nueve días siguientes a la
publicación de la presente Resolución.

Madrid, 6 de mayo de 2002.—El Director del Departamento, Roberto
Serrano López.


